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Hernando de Jesús Ruiz Quintero vs Colpensiones y otros

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Apelación de auto 

Proceso:

Ordinario Laboral 

Radicación No:

66001-31-05-005-2016-00438-01

Demandante:     
Hernando de Jesús Ruiz Quintero

Demandado:

Colpensiones

Litisnecesarios:

Ministerio del Trabajo, Fiduagraria S.A., Ministerio de Hacienda
Juzgado de origen:    
Quinto Laboral del Circuito de Pereira.

TEMAS:
COMPETENCIA / PENSIÓN DE INVALIDEZ / VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO / NO FORMA PARTE DEL SISTEMA GENERAL DE SEGURIDAD SOCIAL / POR LO TANTO, LA COMPETENCIA PARA RESOLVER SOBRE ELLA NO LA TIENE LA JURISDICCIÓN ORDINARIA, ESPECIALIDAD LABORAL, SINO LA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA.
… el artículo 46 de la Ley 418/1997 reguló íntegramente las condiciones de acceso a la prestación otorgada a las víctimas de la violencia con secuelas en su capacidad laboral, a partir de las reglamentaciones contenidas en la Ley 104/1993 y 241/1995.

Tal normativa disponía que las víctimas del conflicto armado que sufrieran una pérdida del 50% o más en su capacidad laboral, debidamente calificada, tendrían derecho a una “pensión mínima legal vigente, de acuerdo con lo contemplado en el Régimen General de Pensiones de la Ley 100 de 1993, siempre y cuando carezcan de otras posibilidades pensionales y de atención en salud, la que será cubierta por el Fondo de Solidaridad Pensional a que se refiere el artículo 25 de la Ley 100 de 1993 y reconocida por el Instituto de Seguros Sociales, o la entidad de naturaleza oficial señalada por el Gobierno Nacional”.

Normativa que fue prolongada en sus efectos por la leyes 548/99 y 782/02…
… la Corte en la aludida sentencia de constitucionalidad explicó que la pensión de invalidez para víctimas del conflicto armado interno, hoy prestación periódica humanitaria, de ninguna manera trasgrede el Acto Legislativo 001/2005 – eliminación de regímenes exceptuados, porque dicha prestación tiene una naturaleza especial, por cuanto su fuente no deviene del Régimen General de Pensiones, sino del cumplimiento de los deberes constitucionales de nuestro Estado para la protección de los derechos humanos, como consecuencia del conflicto armado interno…

En conclusión la aludida pensión de invalidez, hoy prestación humanitaria periódica carece de connotación alguna tendiente a solventar las contingencias contenidas en el Sistema General de Seguridad Social como son la vejez, invalidez o muerte, y por ende, la jurisdicción ordinaria laboral carecería de competencia para decidir sobre las controversias respecto a su reconocimiento y pago, pues el num. 4º del art. 2º del C.P.L. y de la S.S., modificado por el art. 622 de la Ley 1564/2012 únicamente contempla las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social.
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA SEGUNDA DE DECISIÓN LABORAL

Magistrada Ponente: OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

AUDIENCIA PÚBLICA
En Pereira, a los catorce (14) días del mes de mayo de dos mil diecinueve, siendo las nueve y treinta de la mañana (9:30 a.m.), la Sala Segunda de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación contra el auto proferido el 25 de febrero de 2019 por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro del proceso promovido por Hernando de Jesús Ruiz Quintero contra Colpensiones, trámite al que se vinculó al Ministerio del Trabajo, la Fiduagraria S.A. y al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, radicado al N° 66001-31-05-005-2016-00438-01.
REGISTRO DE ASISTENCIA:

Demandante y su apoderado: 

Demandado y su apoderado:

TRASLADO A LAS PARTES

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.  

ANTECEDENTES
1. Crónica Procesal
Hernando de Jesús Ruiz Quintero, en lo que interesa al asunto, pretende únicamente el reconocimiento y pago del retroactivo de la pensión de invalidez para víctimas de la violencia, con ocasión al “atentado terrorista” acaecido el 11/05/1993, que le generó una pérdida de capacidad laboral del 81.4%.

Esta Colegiatura a través de sentencia de tutela de 11/11/2015, exp. No. 2015-00518-01, M.P. Ana Lucía Caicedo Calderón, en Sala Mayoritaria ordenó a Colpensiones que procediera a “tramitar el reconocimiento y pago de la pensión por invalidez para víctimas de la violencia contemplada en el artículo 46 de la Ley 418/1997 (…) en cuantía de un salario mínimo legal vigente y con cargo al Fondo de Solidaridad Pensional” (fl. 33 c. 1). El Mag. Julio César Salazar Muñoz salvó su voto, bajo el argumento de que la tutela no puede convertirse en un mecanismo para sustituir los trámites que las personas han de realizar ante las autoridades cuando quieran acudir a los beneficios que ellas otorgan y además porque correspondía al juez natural del asunto resolver la controversia, y no al constitucional. 
En consecuencia, el 27/11/2015 a través de la Resolución GNR 385067 Colpensiones dio cumplimiento a la decisión constitucional y ordenó el pago de la prestación humanitaria en cuantía de un salario mínimo (fls. 37 a 40 c. 1).

En el proceso ordinario laboral que nos concita, luego de admitido y agotado el trámite de notificación a Colpensiones, la juez de conocimiento mediante auto de 27/09/2017 ordenó la vinculación de la “Nación – Ministerio del Trabajo y el Fondo de Solidaridad Pensional administrado por el Consorcio Colombia Mayor (sociedades Fiduprevisora S.A., Fiducoldex S.A. y Fiducentral S.A.), como litisconsortes necesarios de la demandada” (fls. 128 a 129 c. 1), con ocasión al Decreto 600/2017 a través del cual se asignó al Ministerio del Trabajo (encargo fiduciario o convenio interadministrativo) el reconocimiento y pago de la Prestación Humanitaria Periódica para las Víctimas del Conflicto Armado, a cargo de los recursos provenientes del Presupuesto General de la Nación. 
El Consorcio Colombia Mayor al contestar la demanda presentó la excepción previa de “falta de jurisdicción o competencia” (fl. 137 a 140 c. 1) para lo cual argumentó que la prestación pretendida no hace parte del Sistema General de Pensiones, como ha sido decantado por la jurisprudencia constitucional, máxime que el Decreto 600/2017 determinó que el reconocimiento y pago están a cargo del Ministerio del Trabajo y ya no a cargo de Colpensiones y el Consorcio Colombia Mayor.
3. Auto impugnado
La juez de instancia en auto de 25/02/2019 declaró no probada la excepción previa de “falta de jurisdicción o competencia” propuesta por el Consorcio Colombia Mayor, porque para la época en que se presentó la demanda (13/05/2016) se encontraba vigente la Ley 418/1997, que creó la pensión de invalidez para las personas del conflicto armado y ordenó su reconocimiento al ISS – hoy Colpensiones, a cargo de los recursos del Fondo de Solidaridad Pensional, y si bien en el transcurso del proceso se ordenó vincular al Ministerio del Trabajo, ello devino del Decreto 600/17 que otorgó la competencia a dicha cartera para reconocer y pagar la prestación humanitaria periódica; además, dicha funcionaria continuó con el conocimiento del asunto para evitar que el demandante corriera con la carga de iniciar nuevas acciones que prolongaran en el tiempo su derecho. 
4. Impugnación
El Consorcio Colombia Mayor – Fiduagraria S.A. inconforme con la decisión presentó recurso de apelación y para ello argumentó que de conformidad con la sentencia C-767/2014 la Corte Constitucional había definido que la aludida pensión de invalidez, en realidad era una prestación de naturaleza diferente a las contenidas en el Sistema General de Seguridad Social. Última que otorga la competencia a la jurisdicción laboral, entonces de ninguna manera podría continuar con el conocimiento del asunto, más aún cuando una de las partes que conforman el extremo pasivo de la contienda es el Ministerio del Trabajo, conforme con el Decreto 600/17, en consecuencia correspondería a la jurisdicción contenciosa administrativa su conocimiento. Por último, señaló que en otros tribunales del país se ha declarado la nulidad de esta clase de asuntos. 
CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico

De acuerdo con lo anterior, la Sala plantea el siguiente:
¿El Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira es competente para decidir la controversia tendiente al reconocimiento y pago de un retroactivo pensional derivado del reconocimiento de una pensión de invalidez con ocasión al conflicto armado, hoy prestación periódica humanitaria?
2. Solución al interrogante planteado
El numeral 4º del artículo 2º del C.P.L. y de la S.S. modificado por la Ley 1564 de 2012 atribuyó de manera general a la Jurisdicción Ordinaria Laboral la competencia para conocer de las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social que ocurran entre afiliados, beneficiarios, usuarios, empleadores y entidades administradoras o prestadoras.
En ese sentido, el sistema de seguridad social integral contenido en la Ley 100/93, comprende las obligaciones del Estado y la sociedad, así como las instituciones y recursos destinados a garantizar la cobertura de las prestaciones de carácter económico, de salud y servicios complementarios, entre otros – art. 1 ibídem -. 

Ahora bien, el artículo 46 de la Ley 418/1997 reguló íntegramente las condiciones de acceso a la prestación otorgada a las víctimas de la violencia con secuelas en su capacidad laboral, a partir de las reglamentaciones contenidas en la Ley 104/1993 y 241/1995.

Tal normativa disponía que las víctimas del conflicto armado que sufrieran una pérdida del 50% o más en su capacidad laboral, debidamente calificada, tendrían derecho a una “pensión mínima legal vigente, de acuerdo con lo contemplado en el Régimen General de Pensiones de la Ley 100 de 1993, siempre y cuando carezcan de otras posibilidades pensionales y de atención en salud, la que será cubierta por el Fondo de Solidaridad Pensional a que se refiere el artículo 25 de la Ley 100 de 1993 y reconocida por el Instituto de Seguros Sociales, o la entidad de naturaleza oficial señalada por el Gobierno Nacional”.
Normativa que fue prolongada en sus efectos por la leyes 548/99 y 782/02 y si bien las normas subsiguientes (Ley 1106/06 y 1421/10) omitieron expresamente prorrogar la vigencia de los efectos jurídicos del artículo 46 de la aludida Ley 418/97, lo cierto es que mediante la sentencia C-767/14 se corrigió la omisión legislativa relativa para declarar exequibles el artículo 1º de las mencionadas leyes omisas, bajo el entendimiento de que las víctimas del conflicto armado interno tendrían derecho a la pensión mínima mencionada en la Ley 418/97, por cuanto el legislador había trasgredido el deber constitucional de ampliar progresivamente la garantía de los derechos económicos, sociales y culturales, y en todo caso de adoptar medidas regresivas, sin justificación suficiente. 
Ahora bien, la Corte en la aludida sentencia de constitucionalidad explicó que la pensión de invalidez para víctimas del conflicto armado interno, hoy prestación periódica humanitaria, de ninguna manera trasgrede el Acto Legislativo 001/2005 – eliminación de regímenes exceptuados, porque dicha prestación tiene una naturaleza especial, por cuanto su fuente no deviene del Régimen General de Pensiones, sino del cumplimiento de los deberes constitucionales de nuestro Estado para la protección de los derechos humanos, como consecuencia del conflicto armado interno, y por ello, esta prestación tiene como propósito fundamental mitigar los impactos del aludido conflicto, que resulta sustancialmente diferente a la mitigación de las contingencias que abarca la Ley 100/1993, dirigidas a los afiliados y sus beneficiarios, que han realizado aportes al Sistema General de Seguridad Social, con ocasión a su fuerza laboral. Posición que había sido sostenida en las sentencias T-463/2012 y T-469/2013. En palabras de la Corte:
“Así las cosas, esta prestación de carácter excepcional no debe confundirse con las contempladas en el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones, estipuladas en la Ley 100 de 1993. Por tanto, la entidad encargada de su reconocimiento, no puede exigir requisito alguno que no se encuentre expresamente consagrado en la norma especial que la creó. En ese orden de ideas, mal haría cualquier entidad del Estado en afirmar que es una pensión ordinaria de invalidez, o que debe aplicarse los requisitos de cotización y tiempos de servicio establecidos para las pensiones del régimen contributivo”.

Por último, dicha sentencia resaltó que la jurisprudencia constitucional también ha admitido prestaciones económicas de carácter periódico a cargo del Estado, sin que constituyan una pensión, en el sentido de aquellas concebidas en el Sistema General de Pensiones, entre ellas, los incentivos económicos para deportistas sin recursos o bajos ingresos.

Luego, la Corte Constitucional profirió la SU-587/2016 en la que determinó que en tanto esta prestación no hacía parte del SGSS, entonces no podía financiarse con los recursos destinados específicamente a ella – parafiscalidad,  fondo de solidaridad y subsistencia –, en consecuencia ordenó al Ministerio del Trabajo que constituyera una fiducia o modalidad alternativa de financiamiento de tal prestación, y de no encontrar fuente alguna, entonces se conformara con los recursos del Presupuesto General de la Nación.

En ese sentido, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público expidió el Decreto 600 de 2017, por medio del cual reglamentó la prestación humanitaria periódica para las víctimas del conflicto armado de que trata el artículo 46 de la Ley 418/1997 para establecer que su reconocimiento estaría a cargo de tal cartera ministerial, y sus recursos provendrían del Presupuesto General de la Nación.
En conclusión la aludida pensión de invalidez, hoy prestación humanitaria periódica carece de connotación alguna tendiente a solventar las contingencias contenidas en el Sistema General de Seguridad Social como son la vejez, invalidez o muerte, y por ende, la jurisdicción ordinaria laboral carecería de competencia para decidir sobre las controversias respecto a su reconocimiento y pago, pues el num. 4º del art. 2º del C.P.L. y de la S.S., modificado por el art. 622 de la Ley 1564/2012 únicamente contempla las controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social.
En el caso de ahora, examinado el expediente se advierte que Hernando de Jesús Ruiz Quintero pretende, a través del proceso ordinario laboral, que se declare que tiene derecho al pago del retroactivo de la pensión de invalidez para víctimas de la violencia desde el 11/05/1993 hasta el 30/11/2015 (fl. 64 c. 1), con ocasión al reconocimiento de la prestación realizada el 27/11/2015 por Colpensiones mediante Resolución GNR 385067, en cumplimiento de la orden dictada por esta Colegiatura. Acto administrativo que no incluyó el valor del retroactivo ahora pretendido, por lo que el 29/01/2016 el demandante impugnó infructuosamente tal resolución a través de una revocatoria directa (fls. 42 a 44 c. 1).
Pedimento del que se desprende que su solución corresponde a la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, en tanto dicha justicia conoce, entre otros, de las controversias originadas en actos sujetos al derecho administrativo, en los que estén involucradas las entidades públicas o los particulares cuando ejerzan función administrativa – art. 104 de la Ley 1437/2011 –, pues en el caso de ahora, la actuación presuntamente ilegal devendría de la resolución aludida, expedida por una entidad pública, máxime que en la actualidad la controversia trascendería los límites del sujeto requerido por el demandante, para eventualmente alcanzar a las personas dispuestas por la normatividad actual en el asunto.

Al punto es preciso resaltar que la a quo fundamentó su decisión en la sentencia T-506/2017 que en manera alguna guarda coincidencia fáctica con el caso de ahora, en la medida que allí el sujeto activo de la contienda presentó una acción de tutela contra Colpensiones con el propósito de obtener por primera vez el reconocimiento y pago de esta prestación especial, así como su retroactivo; por lo que, la Corte Constitucional, después de memorar el antecedente jurídico aquí descrito y resaltar que pese a que la petición se había elevado contra una entidad que en la actualidad carece de competencia para ello – Colpensiones, Decreto 600/2017  –, lo cierto es que protegería sus derechos para evitar el sometimiento del actor a un trámite administrativo que podría durar hasta 4 meses, y por ende, prologaría más en el tiempo la vulneración a sus derechos; en consecuencia, protegió en vía constitucional al accionante y ordenó al Ministerio del Trabajo el reconocimiento pretendido, a pesar de lo desatinado del sujeto pasivo señalado por el actor. 

Mientras que para el evento que nos concita, Hernando de Jesús Ruiz Quintero desde el 27/11/2015 cuenta con el reconocimiento de la prestación periódica humanitaria en cuantía de un salario mínimo (fls. 37 a 40 c. 1), por lo que sus derechos constitucionales se encuentran protegidos para solventar sus necesidades actuales diarias, restando únicamente el pago del retroactivo comprendido entre el 11/05/1993 hasta el 30/11/2015, que es el pretendido (fl. 64 c. 1).
Así las cosas, se desprende el infortunio del auto de 25/02/2019 y la prosperidad del recurso interpuesto; en consecuencia, se revocará el mismo para declarar avante la excepción de falta de jurisdicción y competencia, y se remitirá el expediente a los Juzgados Administrativos de Pereira – reparto, a través de la oficina correspondiente, lo actuado conservará su validez. Todo ello de conformidad con el art. 101 del C.G.P., aplicable al laboral por reenvío del art. 145 del C.PL. y de la S.S; de esta decisión se informará al juzgado de origen. 
CONCLUSIÓN

En armonía, con lo expuesto en precedencia, se revocará el auto recurrido, para remitir el conocimiento del presente asunto a la jurisdicción contenciosa administrativa. Sin costas en esta instancia.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala Segunda de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pereira – Risaralda,

RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR el auto proferido por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito de Pereira proferido el 25 de febrero de 2019, para en su lugar declarar probada la excepción previa de falta de jurisdicción y competencia, y en consecuencia, se ordena remitir el expediente a los Juzgados Administrativos del Circuito de Pereira, Risaralda – reparto -, a través de la oficina competente. Lo actuado conservará su validez.

SEGUNDO: Informar al juzgado de origen esta decisión. 

TERCERO: Sin costas en esta instancia. 
Por su pronunciamiento oral, esta decisión se notifica en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.

Quienes integran la Sala,
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada Ponente

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

        FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       Magistrado
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